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Vimcorsa (Viviendas Municipales de Córdoba S. A.), ha puesto en marcha recientemente un registro de 
ofertantes de viviendas y solares y un programa para la  permuta de la titularidad o el  uso de la vivienda 
habitual por otra más adecuada a las circunstancias personales.

A menor escala, ayuntamientos de municipios pequeños también han puesto en marcha medidas novedosas, por 
ejemplo iniciando contactos con entidades bancarias propietarias de viviendas vacías en sus ámbitos territoriales, 
a fin de tratar de buscar una solución a la necesidad de vivienda.

A pesar de las medidas adoptadas por las administraciones locales, lo cierto es que nos encontramos con muchas 
familias cuyos recursos económicos, de disponerlos, se limitan a prestaciones sociales, por lo que muy difícilmente 
pueden acceder a una vivienda en el mercado libre, aún con ayudas al alquiler. Se trata de familias para las que 
habría que plantear propuestas alternativas, como que la administración adoptara el papel de arrendatario y, a 
su vez, les arrendase la vivienda. Es el caso, por ejemplo, del programa de captación de viviendas en alquiler de 
Emvisesa, sin embargo, este tipo de programas todavía siguen siendo muy excepcionales.

1.15.2.2 Desahucios de viviendas
Las quejas relativas a desahucios de viviendas han registrado un significativo aumento este año 2018. En efecto, 

hemos recibido 147 quejas directamente relacionadas con esta cuestión, lo que supone más del doble de 2017 (67).

Dicho crecimiento, sin embargo, no va parejo al de desahucios de viviendas llevados a cabo en 2018. A este 
respecto debemos distinguir entre ejecuciones hipotecarias, desahucios por impagos del alquiler y desahucios por 
ocupación de viviendas sin título legal.

De las primeras, disponemos de los datos que publica trimestralmente el Instituto Nacional de Estadística 
(INE). La Estadística sobre ejecuciones hipotecarias ofrece información sobre el número y 
la evolución de las certificaciones de ejecuciones hipotecarias que se inician e inscriben en los registros de 
la propiedad, relativos a la totalidad de fincas rústicas y urbanas. No obstante, los datos desagregados por 
comunidades autónomas no reflejan si se trata de primeras o segundas residencias, lo que se debe tener en 
cuenta a la hora de su valoración.

Examinando los datos correspondientes a Andalucía en los años 2014-2017 (toda vez que 2014 es el primer año 
del que el INE dispone de información a este respecto y que los datos del cuarto trimestre de 2018 aún no estaban 
disponibles en el momento de elaboración de este informe), observamos que el número de viviendas con ejecución 
hipotecaria iniciada decreció espectacularmente en el año 2017.

Así, mientras que en 2014 y 2015 se registraron respectivamente 16.469 y 16.246 inicios de ejecuciones hipotecarias 
de viviendas, en 2016 ya disminuyeron a 11.575 y en 2017 descendieron a 7.777 (de la cuales 4.409 viviendas era 
titularidad de personas físicas y 3.368 de personas jurídicas). Analizando los datos de los tres primeros trimestres de 
2018 comprobamos que se acumula un descenso del 34 % respecto a los mismos trimestres del año anterior, por lo 
que continúa la tendencia decreciente de las ejecuciones hipotecarias.

Las provincias con mayor número de procedimientos iniciados son Sevilla, Almería y Málaga. Hay que tener 
en cuenta, no obstante, que no todas las ejecuciones de hipoteca que se inician terminan con el lanzamiento 
(desahucio) de sus propietarios.

Asimismo, disponemos de los datos del Consejo General del Poder Judicial sobre lanzamientos 
en su informe “Efectos de la crisis económica en los órganos judiciales”, si bien no aparecen desglosados en función 
del tipo de bien inmueble que se trate, por lo que los datos no se limitan a viviendas.

Según estos datos, el total de lanzamientos practicados en el año de 2017 en Andalucía por Juzgados de Primera 
Instancia fue de 10.437, manteniéndose relativamente estable desde el año 2013. De ellos, 8.809 tuvieron un 
cumplimiento positivo, lo cual sí supone un ligero crecimiento respecto a los años previos.

https://www.ine.es/dynt3/inebase/index.htm?padre=2029&capsel=2029
http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Estadistica-Judicial/Estadistica-por-temas/Datos-penales--civiles-y-laborales/Civil-y-laboral/Efecto-de-la-Crisis-en-los-organos-judiciales/
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De los citados 10.437 lanzamientos practicados en 2017, aquellos consecuencia de procedimientos de ejecución 
hipotecaria sufren un ligero descenso respecto a años anteriores, situándose en 5.150; mientras que los que son 
consecuencia de procedimientos derivados de la Ley de Arrendamientos Urbanos experimentan un ligero aumento 
hasta llegar a 4.713. Asimismo, en 2017 tuvieron lugar 574 lanzamientos por otras causas. No se dispone de estadísticas 
desglosadas sobre desahucios de viviendas ocupadas.

Aunque ambos estudios no son directamente comparables, ya que los datos examinados difieren en uno y otro caso, sí 
podemos concluir que, mientras los inicios de ejecuciones hipotecarias de viviendas disminuyen en gran medida 
(lo cual debería tener como consecuencia una importante disminución de los lanzamientos practicados en los próximos 
años), aún se mantienen estables los lanzamientos por esta causa como consecuencia de procedimientos judiciales 
iniciados en años anteriores pero aumentan los practicados por el impago de la renta del alquiler.

Al analizar estos datos, no obstante, debemos tener en cuenta que muchos lanzamientos se encuentran paralizados 
a la espera de la resolución del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre la cláusula de vencimiento anticipado 
existente en muchas hipotecas, tras la cual es posible que se reactiven muchos procedimientos de desahucio.

Asimismo, también constituyen factores a tener en cuenta los mecanismos existentes actualmente para detener los 
desahucios, como la aplicación del código de buenas prácticas contenido en el Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, 
de medidas urgentes de protección de deudores hipotecarios sin recursos, o la moratoria hasta 2020 para colectivos 
vulnerables prevista en el Real Decreto-ley 5/2017, de 17 de marzo, por lo que si no se adoptan nuevas medidas es muy 
posible que, llegada la fecha de caducidad de dichas medidas los lanzamientos registren un nuevo repunte.

Por otra parte, del total de lanzamientos practicados con resultado positivo en España en 2017 (60.754), el 17% 
corresponde a nuestra comunidad autónoma (10.437), un porcentaje que ha ido en ascenso desde el año 2013, pues 
mientras que los datos globales a nivel nacional han ido descendiendo, en Andalucía se han mantenido relativamente 
estables, permaneciendo sólo por detrás de Cataluña. No obstante, hay que tener en cuenta que dicha cifra, aunque 
muy alta, resulta proporcional al peso demográfico de Andalucía en España.

Pues bien, volviendo a las quejas tramitadas por esta Institución, hemos de destacar en el presente ejercicio el 
aumento del número de quejas por desahucios por impagos de rentas de alquiler y por ocupaciones de 
viviendas sin título legal.

Al igual que con las quejas relativas a la necesidad de vivienda, en primer lugar recabamos información sobre si las 
personas afectadas se han dirigido a los organismos públicos existentes a nivel autonómico y municipal para atender 
estos casos y, dado que normalmente nos encontramos con que la respuesta es negativa, informamos a los interesados al 
respecto y quedamos a su disposición llegado el caso de que no se resuelva la cuestión objeto de su queja.

Así, en caso de desahucios como consecuencia de una ejecución hipotecaria o por morosidad del pago del alquiler, 
trasladamos a los interesados la conveniencia de informarse adecuadamente sobre sus posibilidades en las Oficinas 
provinciales de Defensa de la Vivienda del Sistema Andaluz de Información y Asesoramiento Integral en materia 
de Desahucios (SAID) de la Consejería de Fomento y Vivienda. Dichas oficinas realizan labores de asesoramiento, 
intermediación con las entidades financieras para buscar soluciones si se va a proceder al desahucio, e información sobre 
el cumplimiento de requisitos para obtener beneficios, prestaciones o recursos si finalmente se produce el desahucio.

Asimismo, cada vez más ayuntamientos disponen de oficinas municipales de defensa de la vivienda o del derecho 
a la vivienda que también prestan servicios de asesoramiento a aquellas unidades familiares o convivenciales que 
se encuentren en situación de especial necesidad asistencial por riesgo de pérdida de su residencia o que, una vez 
perdida, requieran de solución habitacional. En ocasiones, realizan actuaciones de intermediación con entidades 
bancarias en caso de ocupaciones sin título legal.

Las oficinas de defensa de la vivienda suelen trabajar en coordinación con los servicios sociales, de forma que, llegado el 
caso de que se materialice el lanzamiento, se les pueda facilitar una alternativa habitacional, aunque sea temporal, mediante 
el alojamiento en viviendas compartidas, en hostales o albergues municipales; recursos que, no obstante, a menudo las 
familias con personas menores o personas con discapacidad a cargo no consideran adecuados a sus circunstancias.



p.433 1.15  Vivienda

Cuando los interesados nos trasladan que, tras acudir a los citados organismos, no les han brindado una atención 
adecuada, no se ha resuelto su problema o no disponen de una alternativa habitacional ante un próximo lanzamiento, 
procedemos a iniciar actuaciones con las administraciones competentes en la materia.

A estas situaciones nos dedicamos en los apartados siguientes:

1.15.2.2.1 Desahucios por ocupación de viviendas públicas sin título legal

En el presente ejercicio hemos seguido tramitando expedientes de años anteriores y algunos nuevos, a instancia 
de personas ocupantes sin título legal de viviendas titularidad de la administración que acuden a 
nosotros para que les ayudemos a regularizar su situación, en unos casos, antes de que la administración titular haya 
reaccionado ante este hecho para evitar así la hipotética instrucción de un expediente de recuperación de oficio y 
consecuente desalojo.

En otros casos solicitan nuestra intervención, cuando el organismo titular ya ha tenido conocimiento del hecho 
y ha reaccionado frente al mismo, dándose como consecuencia la interposición de denuncia, la instrucción de 
un procedimiento penal por usurpación y la consecuente sentencia condenatoria que lleva siempre aparejada la 
decisión sobre el desalojo de la vivienda en cuestión.

Esta Defensoría debe garantizar el cumplimiento de la legalidad vigente, por lo que no puede amparar situaciones 
de ocupación sin título de vivienda que además perjudican a terceros de buena fe, quienes en la mismas circunstancias 
de precariedad económica y familiar o incluso peor, se someten al procedimiento legalmente establecido para la 
adjudicación de viviendas protegidas.

No obstante lo anterior, consideramos que la administración pública debe garantizar a los ocupantes desalojados 
una alternativa habitacional hasta que se le pueda adjudicar una vivienda, máxime si en la familia afectada hay 
personas pertenecientes a colectivos considerados vulnerables.

En este sentido, ha de invocarse la sentencia de 23 de noviembre 
de 2017 de la sección tercera de la sala de lo contencioso 
administrativo del Tribunal Supremo, por la que se revocaba una 
sentencia de Tribunal Superior de Justicia de Madrid, que autorizaba 
el desalojo de una vivienda de titularidad pública ocupada sin título 
por una familia con tres menores. En dicha sentencia, el Tribunal 
Supremo se ampara en la Ley de Protección jurídica del Menor, en 
la Convención de los Derechos del Niño y en la Constitución para 
determinar que, antes de autorizar el desalojo de una casa, el juez 
tiene que «asegurar y garantizar una protección integral y efectiva 
de los derechos e intereses de los menores».

De las diversas quejas tramitadas por estos motivos ante AVRA podemos concluir que en ocasiones esta Agencia, 
aún existiendo sentencia firme, no solicita la ejecutoria para llevar a cabo el lanzamiento, dando un plazo prudencial 
para que la familia pueda encontrar alguna solución a su necesidad de alojamiento; en otros casos, se pone en 
contacto con los servicios sociales municipales, comunicando la situación de la familia a fin de que los mismos 
intervengan en el supuesto concreto en orden a otorgar una alternativa habitacional.

Como ejemplo de coordinación de la administración pública titular de las viviendas ocupadas con los servicios 
sociales en el desalojo de una familia, podemos citar la queja 17/5319.

Se trataba de una familia con tres hijos de 17, 16 y 5 años, el mediano con una discapacidad del 34 %, cuyos 
ingresos económicos se limitaban a los 430 euros que percibían de subsidio por desempleo. En 2015 tuvieron que 
abandonar su vivienda ante la imposibilidad de seguir pagando la hipoteca y finalmente acabaron ocupando una 
vivienda municipal en Archidona (Málaga), de la cual ya estaba previsto el lanzamiento.

“No podemos 
amparar ocupaciones 

sin título de 
vivienda que además 

perjudican a terceros”

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/llevan-a-cabo-la-necesaria-coordinacion-con-los-servicios-sociales-en-desalojo-de-vivienda-de-una
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Ante la situación descrita solicitamos informe al ayuntamiento de la citada localidad. En primer lugar, se indicaba 
que la vivienda que sin título legal ocupaba la familia desde el año 2015 estaba destinada al uso de guardería infantil 
y no de vivienda social, por lo que el expediente iniciado por el ayuntamiento con la finalidad de recuperar el bien 
inmueble ocupado resultaba de todo punto ajustado a derecho.

En cuanto al problema habitacional de la familia, pudimos observar que por parte de los servicios sociales se había 
activado el protocolo para los casos de exclusión social y emergencia habitacional, tratando de proporcionarles 
los recursos sociales y económicos que habían ido necesitando para atender las necesidades básicas. No obstante, 
no existía ningún recurso habitacional que se les pudiera ofrecer para cuando tuvieran que abandonar el inmueble.

En atención a todo lo expuesto, trasladamos al ayuntamiento que debía producirse una coordinación con 
los servicios sociales para que, llegado el momento del desalojo, pudiera ofrecerse a la familia una alternativa 
habitacional digna, garantizándose de esta forma el bienestar de los menores afectados. En su respuesta, el 
ayuntamiento indicó que se había acordado llevar a cabo la referida coordinación, por lo que dimos por concluidas 
nuestras actuaciones.

Asimismo, nos referiremos a la queja 17/1741, presentada por una mujer con dos menores a cargo, 
con escasos ingresos y ocupando una vivienda titularidad de AVRA en Sevilla capital que les había cedido 
una vecina al dejarla. La interesada manifestaba que llevaba cuatro años inscrita en el registro municipal de 
demandantes de viviendas protegidas y solicitaba regularizar su situación en dicha vivienda o un alquiler 
social en otra.

Solicitado informe a AVRA, se nos indicó que cuando recuperaba alguna vivienda de su titularidad, por renuncia 
de su titular, fallecimiento u otra circunstancia, se ponía en marcha el procedimiento legalmente establecido para 
adjudicar viviendas protegidas; comunicándolo al registro municipal de demandantes del municipio en el que se 
encontrara el inmueble y solicitando propuesta de adjudicación. En consecuencia, no podía atender la reclamación 
de la interesada.

A continuación nos dirigimos al Área de Bienestar Social y Empleo del Ayuntamiento de Sevilla a fin de que tomase 
conciencia del problema habitacional que afectaba a esta familia y, en el ejercicio de sus competencias, adoptase 
las medidas necesarias en aras a garantizar una solución a su problema, llegado el momento en que tuvieran que 
desalojar la vivienda.

El ayuntamiento nos informó de las diversas intervenciones llevadas a cabo con la familia, siendo la última la 
elaboración del “informe baremo vivienda”. No obstante, dado que se observaba lejana la materialización de 
una opción habitacional, en virtud de nuestra ley reguladora formulamos sendas Recomendaciones a ambas 
administraciones en el sentido de que por parte de los servicios sociales se mantuviera activo el expediente de 
la interesada y una estrecha coordinación con AVRA, para que llegado el momento se le pudiera ofrecer una 
alternativa habitacional digna; y que por parte de AVRA no se ejecutase el lanzamiento hasta que no existiera la 
referida alternativa habitacional.

El informe elaborado por la Secretaría General de Vivienda indicaba que había un procedimiento abierto para la 
recuperación de dicha vivienda, a fin de adjudicarla a la unidad familiar que propusiera el registro de demandantes 
entre aquellas que estuvieran inscritas, que cumplieran los requisitos para acceder a vivienda protegida y cuyo perfil 
fuese el adecuado para la vivienda disponible. En todo caso, siempre se informaba a los servicios sociales para que, 
si lo consideraban necesario, dieran cobertura habitacional a la familia afectada.

Por parte del Área de Bienestar Social y Empleo del Ayuntamiento de Sevilla se informó que se aceptaba la 
Recomendación formulada por esta Institución en relación a que los servicios sociales mantuvieran activo el 
expediente de la interesada, realizando un seguimiento del mismo y manteniendo una estrecha coordinación con 
AVRA, de manera que llegado el momento en el que la interesada tuviera que abandonar la vivienda que ocupaba 
sin título alguno que la habilitase para ello, se le pudiera ofrecer una alternativa habitacional digna. Por tanto, dimos 
por concluidas nuestras actuaciones.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/estan-trabajando-para-atender-la-necesidad-de-vivienda-de-una-madre-con-2-hijos-sin-recursos
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1.15.2.2.2 Desahucios de viviendas libres

Las quejas por desahucio de viviendas libres obedecen a una casuística variada. Fundamentalmente son 
consecuencia de sentencias recaídas en procedimientos judiciales por ejecuciones hipotecarias -en mucha menor 
medida que en años previos-, por falta de pago de la renta de alquiler o por ocupaciones sin título de viviendas de 
entidades financieras.

Normalmente las personas interesadas manifiestan carecer de recursos económicos suficientes para poder 
acceder a otra vivienda una vez llegue el momento de la ejecución de la sentencia sin ayuda de la administración. 
En no pocas ocasiones en el núcleo familiar o de convivencia hay menores de edad o personas con discapacidad, 
tributarios por tanto de una mayor necesidad de protección.

Acuden a esta Defensoría a fin de que intervengamos, bien ante su ayuntamiento, bien ante la entidad financiera 
titular del inmueble, con el propósito de poder acceder a un alquiler social, en el segundo de los supuestos 
mediante la regularización en la ocupación. Nuestras actuaciones siempre pasan por dirigirnos a los ayuntamientos 
correspondientes para averiguar qué tipo de ayuda o alternativa habitacional se les puede ofrecer en caso de 
consumarse el lanzamiento.

En relación a esta cuestión hemos de referirnos a la continuación en el presente año de la queja 17/1223, 
incoada de oficio a fin de efectuar el seguimiento del Convenio de Colaboración entre el Consejo General del 
Poder Judicial, la Junta de Andalucía y la Federación Andaluza de Municipios y Provincias, sobre la detección de 
supuestos de vulnerabilidad con ocasión del lanzamiento de vivienda familiar y medidas de carácter social en los 
procedimientos de ejecución hipotecaria y de desahucio.

Dicho convenio preveía un protocolo de actuación que, entre otras cuestiones, promueve la articulación de 
medidas para que haya una comunicación efectiva entre el órgano jurisdiccional que conoce el caso, la consejería 
competente en materia de vivienda, para la inclusión de las personas afectadas en el Programa Andaluz en Defensa 
de la Vivienda, y los servicios sociales de la entidad local adherida, para que éstos analicen la situación y, en su caso, 
se adopten las medidas encaminadas a asegurar la actuación de los servicios sociales.

El convenio contemplaba su activación tanto en los procedimientos de ejecución hipotecaria como en los casos 
de desahucios por falta de pago de la renta, no así en los desalojos por ocupaciones sin título. Sin embargo, en la 
tramitación de diversas quejas en las que era susceptible de aplicación el referido instrumento, detectamos que no 
siempre los juzgados competentes tenían conocimiento del mismo.

En los informes recibidos de las administraciones competentes se informa de que la Consejería de Justicia e Interior 
ha asumido entre sus obligaciones la adaptación del sistema informático Adriano, incluyendo en las resoluciones o 
cédulas de procedimientos de desalojo de la vivienda habitual información sobre los servicios sociales comunitarios, 
proporcionada por la entidad local respectiva, sobre la persona y los datos de contactos a los que pueden dirigirse 
antes de la fecha de desalojo ordenada por la autoridad judicial. En situaciones especiales se informará al servicio 
social que corresponda de la fecha de ejecución del lanzamiento y de la dirección de la vivienda.

Por su parte, el Consejo General del Poder Judicial se ha comprometido a adoptar las medidas oportunas para que 
los folletos informativos y formularios normalizados sean conocidos por los profesionales de la Administración 
de justicia, a organizar actividades formativas y de divulgación del convenio, a fomentar la colaboración con 
abogados y procuradores en esta materia, y a adoptar las medidas para que las entidades locales y la Consejería 
de Fomento y Vivienda accedan a datos personales sobre ejecuciones hipotecarias o desahucios en casos de 
riesgo de exclusión social.

Por su parte, la Federación Andaluza de Municipios y Provincias se ha comprometido a promover la adhesión 
al convenio de las entidades locales, a facilitar al Consejo General del Poder Judicial toda la información sobre 
servicios sociales municipales y a fomentar entre sus asociados respuestas ágiles a las solicitudes remitidas por los 
juzgados.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/como-esta-funcionando-el-protocolo-de-actuacion-en-los-casos-de-lanzamientos-de-viviendas-a-familias
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La presente queja continúa en su tramitación, por lo que esperamos dar cuenta de su conclusión en la 
memoria correspondiente al ejercicio de 2019.

Como muestra de otras actuaciones realizadas en este ámbito, podemos citar las siguientes quejas:

La queja 18/0257 se inició ante el inminente desahucio de una mujer víctima de violencia de 
género, con escasos ingresos económicos y con un menor a su cargo con tratamiento en salud mental. Según 
manifestaba, a pesar de haberse dirigido a los servicios sociales comunitarios, no le habían ofrecido ninguna 
ayuda para encontrar una alternativa habitacional a la que pudiera hacer frente con sus recursos.

Iniciadas actuaciones ante la Delegación de Bienestar Social del Ayuntamiento de Benalmádena, se nos 
trasladó la intervención realizada por los servicios sociales desde que a la interesada le fue notificada la 
demanda de desahucio, fundamentalmente la propuesta para ser adjudicataria de vivienda social municipal, 
con la previsión de que en 2018 podría ser adjudicataria de una vivienda en régimen de alquiler social, así como 
la posible concesión de una ayuda económica de emergencia para el pago de la fianza y primera mensualidad 
de alquiler.

Sin embargo, la interesada no consideró oportuno suscribir un nuevo contrato de alquiler, al considerar 
que con sus ingresos no podría afrontar su coste y se enfrentaría a un nuevo desahucio. Temía la interesada 
seguir en el mismo bucle en el que llevaba varios años instalada, pues se trataba del tercer desahucio al que 
se enfrentaban, con las consecuencias psicológicas que ello comportaba para ella y, particularmente, para su 
hijo. Refería la interesada que en los desahucios anteriores no había recibido ayuda de los servicios sociales.

En atención a lo expuesto, en virtud del artículo 29 de nuestra Ley reguladora, formulamos Recomendación al 
Ayuntamiento de Benalmádena en el sentido de que los servicios sociales realizasen con la urgencia requerida 
las actuaciones que procedieran en aras a garantizar a la interesada el pago de un alquiler hasta que se le 
adjudicase una vivienda protegida.

En su respuesta, el citado ayuntamiento informó que la interesada había resultado adjudicataria de una 
vivienda social, en la cual se habían tenido que realizar los arreglos pertinentes, haciéndole entrega de las 
llaves el 14 de mayo de 2018. Asimismo, se indicaba que había empezado a trabajar en el plan de empleo para 
personas en exclusión social. Por tanto, se habían aceptado los contenidos esenciales de la Resolución que 
dictó esta Institución del Defensor del Pueblo Andaluz y procedimos a dar por concluidas nuestras actuaciones.

A través de algunas quejas hemos podido comprobar la buena labor de asesoramiento realizada por 
algunas oficinas municipales para la defensa de la vivienda. Valgan como ejemplo la queja 18/6215, 
queja 18/6244, queja 18/6686 y queja 18/7245, por citar algunas en las que estaba interviniendo la Oficina 
Municipal por el Derecho a la Vivienda de Emvisesa (Sevilla); el Instituto Municipal de la Vivienda de Málaga 
en la queja 18/4915, queja 18/3733, queja 18/3677 y queja 18/1937; o la Oficina Municipal en Defensa de 
la Vivienda del Ayuntamiento de Córdoba en la queja 17/1378. Asimismo, en la queja 18/5012, pudimos 
comprobar que la Oficina Municipal de Defensa de la Vivienda Digna de Sanlúcar de Barrameda estaba 
interviniendo activamente con los interesados, logrando un acuerdo de alquiler social con la entidad bancaria 
que había resultado adjudicataria de la vivienda en un procedimiento de ejecución hipotecaria.

Por lo que se refiere a las entidades financieras y a pesar de seguir dirigiéndonos a las mismas solicitando 
su colaboración, desde hace unos años vienen manteniendo la posición firme de no regularizar las 
ocupaciones irregulares de sus viviendas, por lo que siguen promoviendo procedimientos civiles de 
desahucios o penales de usurpación, o incentivando las ejecuciones de sentencia suspendidas.

Como ya señalamos anteriormente, en el presente ejercicio hemos podido constatar que la mayoría de 
entidades no están contestando a nuestras solicitudes de colaboración, por lo que podemos afirmar a este 
respecto que el panorama ha cambiado bastante desde los años más duros de la crisis, en los que la colaboración 
con esta Defensoría era mucho mayor.
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No obstante, en algunas ocasiones sí se consigue una resolución positiva de las quejas gracias a la colaboración 
de las entidades de crédito. Este fue el caso de la queja 16/6234, planteada por una mujer con dos hijos de 
9 y 3 años y víctima de violencia de género, los cuales residían sin título legal en un piso propiedad de una entidad 
bancaria en Málaga. Manifestaba no tener dónde ir, ni ayuda de ningún familiar, ni ingresos. Había solicitado ayuda 
de los servicios sociales, si bien no le ofrecían una alternativa habitacional y únicamente le habían concedido una 
ayuda de 300 euros.

Teniendo en cuenta las circunstancias personales y económicas de la interesada, y a pesar de la limitación de nuestras 
competencias, nos dirigimos a la citada entidad a fin de ponerle de manifiesto las circunstancias de esta familia 
solicitándole que se tomasen en consideración, o en su caso, propusieran alguna solución alternativa. En su respuesta 
nos indicaron que habían contactado con la interesada para ofrecerle la posibilidad de acogerse a un alquiler 
social, para lo que se le había solicitado la documentación necesaria para su estudio y que, tras realizar el análisis 
correspondiente, se había autorizado la concesión de un alquiler social que se adaptaba a sus necesidades actuales.

Por último, no podemos dejar de reflejar las actuaciones de intermediación realizadas con entidades bancarias 
en aquellos casos en los que los interesados residen en viviendas de su propiedad, normalmente tras una ejecución 
hipotecaria. En estos casos, atendiendo a las circunstancias sociales y económicas de las familias afectadas, apelamos 
a la colaboración de las entidades bancarias a fin de que estudien la posibilidad de mantener un régimen de 
alquiler social por un período de tiempo o suspender el desahucio hasta que cuenten con una 
alternativa habitacional.

Sin embargo, cada vez resulta más difícil e improductivo realizar estas actuaciones de intermediación, habida cuenta 
que a menudo la propiedad de las viviendas se transfiere del banco a otras inmobiliarias o fondos de inversión, que 
a su vez delegan la gestión en empresas gestoras, de modo que o bien resulta complicado localizar un interlocutor o 
no tienen ningún interés en colaborar con esta Institución o adoptar medidas de carácter social. A pesar de ello, en 
algunos casos seguimos obteniendo respuestas positivas. Como ejemplo, citamos las siguientes quejas:

- Queja 18/3671. La familia interesada residía desde mayo de 
2013 en una vivienda en régimen de alquiler en Conil de la 
Frontera (Cádiz), pagando una renta de 230 euros. Dicho 
inmueble pertenencia a un particular, si bien tras sufrir un 
embargo, la vivienda pasó a ser propiedad de una entidad 
bancaria. Tras finalizar el período máximo del arrendamiento, 
la entidad acordó la renovación del mismo, si bien subió el 
importe de la renta hasta 480 euros, lo cual superaba con 
creces las posibilidades económicas de la familia. Tras dirigirnos 
a la entidad propietaria solicitándole que se tomasen en 
consideración las citadas circunstancias a la hora de determinar 
la renta de alquiler, recibimos respuesta a nuestra petición de 
colaboración y nos indicaron que la renta se modificaría de 
nuevo a 230 euros.

- Queja 17/5751. La interesada manifestaba que, tras un procedimiento de ejecución hipotecaria, había 
perdido su vivienda en Barbate (Cádiz), a pesar de lo cual le habían permitido continuar viviendo en la misma 
firmando un contrato de arrendamiento. Sin embargo, estaba encontrando problemas para poder ingresar la 
renta acordada en una cuenta bancaria, por lo que le preocupaba que el banco pudiera promover contra ella 
un procedimiento de desahucio por impago de renta. En su respuesta a nuestra petición de colaboración, 
la entidad nos informó que habían contactado personalmente con la interesada para indicarle que, una vez 
subsanado un problema que existía en el contrato, ya podría realizar los pagos. Considerando que la pretensión 
de la interesada se encontraba en vías de solución, dimos por concluidas nuestras actuaciones.

- Queja 17/2011. La interesada exponía que había recibido notificación del Juzgado de Instrucción nº 12 de Sevilla 
como parte demandada en procedimiento de ejecución hipotecaria por parte de una entidad bancaria, la cual 

“Ante los bancos, 
apelamos para que 

permitan a una 
familia continuar 
en la vivienda con 
un alquiler social”
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le concedió dos años de aplazamiento. Solicitó el estudio de una dación en pago con alquiler social, puesto que 
se encontraba en situación de desempleo, solicitándole siempre la entrega de los mismos documentos, por lo 
que solicitaba nuestra intermediación.

 En consecuencia, nos dirigimos a la entidad bancaria en cuestión, trasladándole su propuesta de posible 
solución, a efectos de que la valoraran teniendo en cuenta las circunstancias personales   y económicas de la 
familia y la existencia de dos menores de edad antes de adoptar alguna decisión o, en su caso, que propusiesen 
cualquier otra solución alternativa que permitiese a la familia afrontar en mejores condiciones sus obligaciones 
en relación al préstamo hipotecario que  tiene  concertado, así como, evitar el desalojo del inmueble que 
constituye el domicilio familiar.

 Posteriormente se nos informó que la interesada estaba pendiente de firmar el acuerdo alcanzado con la 
entidad bancaria, por lo que procedimos a dar por concluido el expediente.

1.15.2.3 Iniciativas para la ampliación del parque público de vivienda
Ante la falta de un parque público de vivienda que pudiera dar respuesta a las demandas ciudadanas, en ejercicios 

anteriores nos planteamos la necesidad de iniciar líneas de investigación encaminadas a coadyuvar a que la 
administración con competencia exclusiva en la materia, esto es, la Junta de Andalucía, buscara fórmulas alternativas 
que de alguna manera vinieran a ampliar el parque público de vivienda. 

Así, se han ultimado en este año la queja 15/6039, de oficio, sobre incorporación de viviendas de la Sociedad 
de Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración Bancaria (en adelante la Sareb) y del Fondo Social de la 
Vivienda al alquiler social en Andalucía y la queja 17/0036, también de oficio, sobre la intermediación en el 
alquiler de viviendas mediante el Plan PIMA.

1.15.2.3.1 Cesión de viviendas de la Sareb para fines sociales y Fondo Social de Vivienda

Respecto a la queja 15/6039, de oficio, la misma se inició con la finalidad de conocer las actuaciones que estaban 
llevando a cabo las administraciones públicas andaluzas con la Sareb para la cesión de viviendas para destinarlas a 
fines sociales, así como con el Fondo Social de la Vivienda. En consecuencia, se incoó ante la Consejería de Fomento 
y Vivienda y los 30 ayuntamientos andaluces cuyos municipios cuentan con más de 50.000 habitantes.

A través de los sucesivos informes emitidos por la citada Consejería tuvimos conocimiento de que con fecha 21 de 
junio de 2016 se firmó el Convenio de Colaboración con la referida Sareb para la cesión de viviendas destinadas al 
alquiler social, en ejecución del cual se firmaron a su vez dos contratos de cesión en usufructo de viviendas para su 
gestión por AVRA a este fin, con fechas 15 de septiembre y 28 de octubre de 2016. En total, se cedieron por la Sareb 
a la comunidad autónoma de Andalucía 230 viviendas, de las cuales 150 se encontraban disponibles y 80 ocupadas. 
Con fecha de 12 de mayo de 2017 se firmó un tercer contrato para la cesión de 50 viviendas.

En total, por tanto, se habían cedido en usufructo 280 de las 400 viviendas de la Sareb ubicadas en Andalucía. 
Respecto a los criterios de selección de las viviendas y los municipios, aunque la Consejería señalaba que la cláusula 
1.2 del convenio establecía que las viviendas seleccionadas de entre las existentes se situarían preferentemente en 
los municipios con mayor demanda de vivienda, lo cierto es que el desglose por provincias no parecía reflejar esa 
lógica: Almería 106, Cádiz 45, Córdoba 12, Granada 25, Huelva 15, Málaga 57 y Sevilla 27. Aún deduciendo que esa 
distribución responde a los lugares en los que radican las viviendas de las que dispone la Sareb, cabe preguntarse 
por la verdadera virtualidad de esta medida para los grandes núcleos urbanos con una ingente demanda de vivienda 
de alquiler social.

En el último informe de la Consejería, se indicaba que la situación de las viviendas cedidas, una vez ejecutados 
los trabajos de inspección, regularización de la ocupación y exclusión, era la siguiente: 134 disponibles para alquiler 
social, 50 ocupadas sin título o sin título válido, 91 (tanto disponibles como ocupadas) fueron devueltas por diversos 
supuestos previstos en el Convenio y 5 excluidas.
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